
Modificación del Real Decreto 208/2005, de 25 de febrero, de residuos de aparatos 
eléctricos y electrónicos 

 
El Real Decreto 208/2005, de 25 de febrero, de residuos de aparatos eléctricos y 
electrónicos, queda modificado como sigue: 
 

Uno. El párrafo tercero del artículo 1 queda redactado de la siguiente forma: 
«Este real decreto se aplicará a todos los aparatos eléctricos y electrónicos que 
figuran en las categorías indicadas en el anexo I, sin perjuicio de la normativa 
específica sobre gestión de residuos, y se excluyen los que formen parte de otro tipo 
de aparato no incluido en su ámbito de aplicación y los equipos destinados a fines 
específicamente militares, necesarios para la seguridad nacional.» 

 
Dos. El apartado c) del artículo 2 queda redactado en los siguientes términos: 

«c) Productores de aparatos eléctricos y electrónicos: las personas físicas o jurídicas 
que, con independencia de la técnica de venta utilizada, incluidas la venta a distancia 
o la electrónica, fabriquen y vendan aparatos eléctricos y electrónicos con marcas 
propias, revendan con marcas propias los aparatos fabricados por terceros y los que 
importen de o exporten a terceros países. No se considerará productor al distribuidor 
si la marca del productor figura en el aparato, cuando el propietario de esa marca 
esté registrado en el Registro de establecimientos industriales de ámbito estatal a 
que se refiere la disposición adicional primera. 
No tendrá la condición de productor la persona física o jurídica que exclusivamente 
financie, mediante cualquier acuerdo de financiación, operaciones de puesta en el 
mercado o reventa, salvo que actúe como productor según alguno de los casos 
previstos en el párrafo anterior.» 

 
Tres. Se incluye un apartado g) en el artículo 2, que queda redactado de la 
siguiente forma: 

«g) Acuerdo de financiación: cualquier acuerdo o disposición de préstamo, 
arrendamiento financiero, alquiler o venta diferida relacionado con cualquier aparato, 
ya figure o no en los términos de dicho acuerdo o disposición o de cualquier acuerdo 
o disposición accesoria que prevea la transferencia o la posibilidad de transferencia 
de propiedad de dicho aparato.» 

 
Cuatro. El artículo 6 queda redactado como sigue: 

«1. Las instalaciones en las que se recojan residuos eléctricos y electrónicos, incluso 
temporalmente, excluidos los establecimientos de los distribuidores, y en las que se 
realicen operaciones de tratamiento de estos residuos deberán cumplir, como 
mínimo, los requisitos técnicos recogidos en el anexo IV. 
2. Las instalaciones de tratamiento llevarán un Libro-registro de su actividad, cuyo 
contenido se ajustará a lo prevenido en el artículo 13.3 de la Ley 10/1998, de 21 de 
abril, de Residuos. 
3. Las instalaciones indicadas en el apartado 1 deberán estar previamente 
autorizadas por el órgano competente de la comunidad autónoma donde estén 
ubicadas y se inscribirán por dicho órgano en el Registro de producción y gestión de 
residuos previsto en la Ley 10/1998, de 21 de abril, de Residuos. La información que 
deba figurar en dicho registro se establecerá de acuerdo con las comunidades 
autónomas.» 

 
Cinco. El apartado 2 del artículo 8 queda redactado como sigue: 

«2. Los Sistemas integrados de gestión deberán ser autorizados por las comunidades 
autónomas en las que se implanten territorialmente. 
Las autorizaciones que deriven de este articulo se inscribirán por la comunidad 
autónoma que las haya otorgado en el Registro de producción y gestión de residuos 
previsto en la Ley 10/1998, de 21 de abril. La información que debe figurar en el 
mismo se establecerá de acuerdo con las comunidades autónomas.» 

 
Seis. Se modifica el apartado 2 del artículo 9 que queda redactado en los 
siguientes términos: 

«2. Para el cómputo de dichos objetivos se tendrán en cuenta los residuos de 
aparatos eléctricos y electrónicos enviados a tratamiento a otros Estados de la Unión 



Europea o a terceros países, siempre que se acredite que las operaciones de 
valorización, reutilización o reciclado se realizan de acuerdo con la normativa 
comunitaria en materia de medio ambiente, seguridad e higiene laboral y con lo 
establecido en este real decreto para las operaciones de tratamiento.» 

 
Siete. La disposición transitoria única queda redactada como sigue: 

«Disposición transitoria única. Información sobre la repercusión en el precio del 
producto de los costes de la gestión de residuos históricos. 
En los aparatos puestos en el mercado a partir de la entrada en vigor de este real 
decreto, los productores deberán informar a los usuarios sobre la repercusión en su 
precio final de los costes de gestión de los aparatos existentes en el mercado antes 
del 13 de agosto de 2005, cuando devengan residuos, los cuales no superarán los 
costes en que efectivamente se haya incurrido. Dicha información deberá 
especificarse en la factura. Dicha obligación podrá mantenerse hasta el 13 de febrero 
del año 2011, salvo para los aparatos incluidos en la categoría 1 del anexo I, 
respecto de los cuales podrá prorrogarse hasta el 13 de febrero del año 2013.» 

 
 


